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RESUMEN EJECUTIVO 

Ministerio 
proponente 

Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y 
Migraciones, Ministerio de Economía, Comercio y 
Empresa, Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión 
Europea y Cooperación y Ministerio del Interior. 

Fecha 8 de mayo de 
2024 

Título de la norma 

Orden por la que se establece el umbral salarial mínimo de referencia para la 
concesión de las autorizaciones de residencia para profesionales altamente 
cualificados previstas en la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los 
emprendedores y su internacionalización. 

Tipo de Memoria Normal                              Abreviada   

OPORTUNIDAD DE LA PROPUESTA 

Situación que se 
regula 

Establecimiento del umbral salarial mínimo que deberán cumplir las personas 
solicitantes de una autorización de residencia para profesionales altamente 
cualificados en los términos establecidos en la Ley 14/2013, de 27 de 
septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización. 

Objetivos que se 
persiguen 

Los objetivos de la norma son: 
- Desarrollar reglamentariamente el precepto establecido en el artículo 71 

bis.1 c) de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los 
emprendedores y su internacionalización, en su redacción dada por el 
artículo 32 de la Ley 11/2023, de 8 de mayo, de trasposición de Directivas 
de la Unión Europea en materia de accesibilidad de determinados 
productos y servicios, migración de personas altamente cualificadas, 
tributaria y digitalización de actuaciones notariales y registrales; y por la 
que se modifica la Ley 12/2011, de 27 de mayo, sobre responsabilidad civil 
por daños nucleares o producidos por materiales radiactivos. 

- Dar cumplimiento, de esta forma, a la obligación del establecimiento del 
umbral salarial mínimo exigido por el artículo 5.3 de la Directiva (UE) 
2021/1883 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de octubre de 
2021, relativa a las condiciones de entrada y residencia de nacionales de 
terceros países con fines de empleo alta cualificación y por el que se 
deroga la Directiva 2009/50/CE del Consejo. 

- Regular, de forma análoga, el umbral salarial mínimo que deberán cumplir 
las personas solicitantes de una autorización nacional de residencia para 
profesionales altamente cualificados en los términos del artículo 71.2 b) de 
la Ley 14/2013, de 27 de septiembre. 

Principales 
alternativas 
consideradas 
 

No se plantea ninguna posibilidad no regulatoria dada la exigencia de 
desarrollo reglamentario establecida en el artículo 71 bis.1 c) de la Ley 
14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su 
internacionalización. 
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Se plantea la posibilidad de un desarrollo mediante real decreto, pero se 
descarta y se opta por una orden ministerial por razón de la habilitación 
normativa establecida en la disposición final décima, apartado 4, de la Ley 
14/2013, de 27 de diciembre. 

CONTENIDO Y ANÁLISIS JURÍDICO 

Tipo de norma Proyecto de orden ministerial. 

Estructura de la 
norma  

Consta de cuatro artículos, dos disposiciones transitorias y dos disposiciones 
finales: 
- Artículo 1: objeto. 
- Artículo 2: umbral salarial.  
- Artículo 3: aplicación del umbral salarial. 
- Artículo 4: publicidad. 
- Disposición transitoria primera: validez de las autorizaciones en vigor. 
- Disposición transitoria segunda: solicitudes presentadas con anterioridad a 

la entrada en vigor de esta orden ministerial. 
- Disposición final primera: título competencial. 
- Disposición final segunda: entrada en vigor al día siguiente de su 

publicación en el Boletín Oficial del Estado. 

Informes recabados 

Se prevé recabar los siguientes informes y dictámenes preceptivos: 
- Informe del Foro para la integración social de los inmigrantes. 
- Informe de la Comisión Interministerial de Extranjería. 
- Informe de la Comisión Laboral Tripartita de Inmigración. 
- Informe de la Secretaría General Técnica de los Ministerios proponentes. 

Adicionalmente, y a efectos de lo dispuesto en el artículo 26.5 párrafo 1 de la 
Ley 50/1997, de 26 de noviembre, del Gobierno, se prevé recabar el siguiente 
informe: 
- Informe de la Secretaría General Técnica del Ministerio de Trabajo y 

Economía Social. 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 26, apartado 5, párrafo quinto, de la 
Ley 50/1997, de 26 de noviembre, se prevé recabar la aprobación previa del 
Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública.  
 
De conformidad con lo establecido en el artículo 22.3 de la Ley Orgánica 
3/1980, de 22 de abril del Consejo de Estado, está previsto solicitar el dictamen 
del Consejo de Estado. 

Trámite de consulta 
pública  

No se prevé la realización del trámite de consulta pública, por tratarse de la 
regulación de aspectos parciales de una materia (art. 26.2, segundo párrafo, de 
la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno). 

Trámite de audiencia 
e información 
publica  

Se prevé la realización del trámite de audiencia e información pública de 
acuerdo con el artículo 26.6 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del 
Gobierno. 
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ANALISIS DE IMPACTOS 

ADECUACIÓN AL 
ORDEN DE 
COMPETENCIAS 

Esta orden se dicta al amparo del artículo 149.1.2.ª de la Constitución en 
materia de inmigración y extranjería. 

IMPACTO 
ECONÓMICO Y 
PRESUPUESTARIO 

Efectos sobre la economía en general: 

Se espera un impacto económico 
positivo por razón del impulso a la 
competitividad derivado de la 
atracción de profesionales 
extranjeros altamente cualificados 
de países no miembros de la UE. 

 En relación con la competencia: 

 La norma no tiene efectos 
significativos sobre la competencia. 

 La norma tiene efectos positivos 
sobre la competencia. 

 La norma tiene efectos negativos 
sobre la competencia. 

 Desde el punto de vista de las cargas 
administrativas: 

 Supone una reducción de cargas 
administrativas.  

 Cuantificación estimada: Ver 
memoria. 

 Incorpora nuevas cargas 
administrativas.  

 No afecta a las cargas 
administrativas de las empresas. 

 Desde el punto de vista de los 
presupuestos:  

 Afecta a los presupuestos de la 
Administración del Estado. 

 Afecta a los presupuestos de 
otras Administraciones Territoriales. 

 No afecta a los presupuestos de 
las Administraciones Públicas. 

 Implica un gasto. 
 Implica un ahorro. 

 

IMPACTO DE 
GÉNERO La norma tiene un impacto de género: 

 Negativo   
 Nulo       
 Positivo      

OTROS IMPACTOS 
CONSIDERADOS 

Se considera que el impacto es positivo en lo que se refiere a la infancia, la 
adolescencia y la familia y nulo en el cambio climático. 
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OTRAS 
CONSIDERACIONES No se realizan. 
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I. OPORTUNIDAD DE LA PROPUESTA 

1. MOTIVACIÓN 

La propuesta encuentra su motivación, en primer lugar, en la necesidad de desarrollar 

reglamentariamente el precepto establecido en el artículo 71 bis.1 c) de la Ley 14/2013, de 27 de 

septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización, en su redacción dada por el artículo 

32 de la Ley 11/2023, de 8 de mayo, de trasposición de Directivas de la Unión Europea en materia de 

accesibilidad de determinados productos y servicios, migración de personas altamente cualificadas, 

tributaria y digitalización de actuaciones notariales y registrales; y por la que se modifica la Ley 12/2011, 

de 27 de mayo, sobre responsabilidad civil por daños nucleares o producidos por materiales radiactivos. 

De esta forma, esta norma da cumplimiento a la obligación del establecimiento de un umbral salarial 

mínimo exigido para los titulares de una Tarjeta azul-UE por el artículo 5.3 de la Directiva (UE) 2021/1883 

del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de octubre de 2021, relativa a las condiciones de entrada y 

residencia de nacionales de terceros países con fines de empleo alta cualificación y por el que se deroga la 

Directiva 2009/50/CE del Consejo (en adelante, la Directiva de Tarjeta azul-UE). 

En segundo lugar, la ambición de establecer condiciones equitativas entre los esquemas nacional y UE de 

atracción de profesionales altamente cualificados, tal y como señala el Considerando (7) de la directiva, 

motiva el establecimiento de un umbral salarial también para el esquema nacional. 

(7) Los Estados miembros deben garantizar unas condiciones equitativas entre la tarjeta azul 

de la UE y los permisos de residencia nacionales con fines de empleo de alta cualificación en 

términos de derechos procedimentales y de igualdad de trato, procedimientos y acceso a la 

información. En particular, los Estados miembros deben garantizar que el nivel de garantías y 

derechos procedimentales concedidos a los titulares de la tarjeta azul de la UE y los miembros 

de su familia no sea inferior al nivel de garantías y derechos procedimentales del que gozan los 

titulares de permisos de residencia nacionales. Los Estados miembros también deben garantizar 

que los solicitantes de una tarjeta azul de la UE no estén en una situación menos favorable que 

los solicitantes de un permiso de residencia nacional en lo que respecta a los procedimientos de 

reconocimiento de los empleadores, y que no estén obligados a pagar tasas más elevadas para 

la tramitación de su solicitud. Por último, los Estados miembros deben proporcionar el mismo 

nivel de actividades de información, de promoción y publicitarias con respecto a la tarjeta azul 

de la UE que con respecto a los permisos de residencia nacionales, por ejemplo en lo relativo a 

la información en los sitios web nacionales sobre migración legal, a las campañas de 
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información, así como a los programas de formación destinados a las autoridades competentes 

en materia de migración. 

El momento escogido para la aprobación de esta norma se fundamenta en la necesidad de acompasar la 

aprobación de la Ley 11/2023, de 8 de mayo, con el desarrollo reglamentario que esta exige. 

2. OBJETIVOS 

Esta norma tiene como primer objetivo el desarrollo reglamentario del artículo 71 bis.1 c) de la Ley 

14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización, dando 

cumplimiento a la obligación del establecimiento de un umbral salarial mínimo exigido por el artículo 5.3 

de la Directiva (UE) 2021/1883 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de octubre de 2021, relativa 

a las condiciones de entrada y residencia de nacionales de terceros países con fines de empleo alta 

cualificación y por el que se deroga la Directiva 2009/50/CE del Consejo. 

De forma análoga, tiene como objetivo el establecimiento de un umbral salarial para la concesión de una 

autorización de residencia nacional para profesionales altamente cualificados. 

El referido umbral salarial debe servir, por una parte, para asegurar que los salarios ofrecidos por los 

empleadores a los nacionales de terceros países solicitantes de una autorización de residencia para 

profesionales altamente cualificados estén en consonancia con el salario de las personas que ya trabajan 

en el mercado laboral español, evitando de esta forma una potencial distorsión de las prácticas salariales 

en uso. 

Por otra parte, el umbral salarial escogido debe situarse en un nivel que no suponga una barrera de 

entrada, una discriminación a las personas nacionales de terceros países, ni un obstáculo a la 

competitividad de las empresas. 

De esta forma, esta norma contribuye a completar el diseño del marco jurídico relativo a las condiciones 

de entrada y permanencia en España de las personas nacionales de terceros países con fines de empleo 

de alta cualificación, mejorando la seguridad jurídica de trabajadores y empleadores y generando, en 

definitiva, un modelo español de atracción y retención de talento conforme con el Derecho comunitario y 

acorde a la realidad del mercado laboral. 

3. ANÁLISIS DE ALTERNATIVAS 

En primer lugar, se descartan como alternativas la inacción y el establecimiento de medidas no 

regulatorias, dado que existe una exigencia de desarrollo reglamentario establecida en el artículo 71 bis.1 
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c) de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización, a la 

cual se debe dar cumplimiento.  

Desde un punto de vista formal, se ha contemplado la posibilidad de regulación mediante un real decreto. 

No obstante, se ha descartado esta alternativa por razón de la habilitación normativa contenida en la 

disposición final décima de la ley 14/2013, de 27 de diciembre, que establece lo siguiente: 

«Disposición final décima. Habilitación normativa. 

1. Se habilita al Gobierno para dictar las disposiciones necesarias en desarrollo de esta Ley. 

2. Por Orden del Ministerio de Justicia, se regulará la escritura de constitución con un formato 

estandarizado y con campos codificados. 

Los campos codificados permitirán la cumplimentación de los datos mínimos indispensables para 

la inscripción de la sociedad en el Registro Mercantil. El objeto social se identificará mediante la 

selección de alguno o algunos de los disponibles en la lista de los habilitados por la mencionada 

Orden Ministerial con la descripción correspondiente de la Clasificación Nacional de Actividades 

Económicas. Igualmente se indicará si la sociedad se encuentra en régimen de formación sucesiva. 

3. En el plazo de seis meses a contar desde la entrada en vigor de esta norma, el Gobierno aprobará 

un nuevo Reglamento del Registro Mercantil y la modificación necesaria del Reglamento 

Hipotecario. 

4. Se autoriza a los Ministerios de Asuntos Exteriores y Cooperación, Economía y Competitividad, 

Interior, y Empleo y Seguridad Social a dictar las órdenes y resoluciones conjuntas necesarias para 

la aplicación y desarrollo de lo previsto en la Sección 2.ª del Título V.» 

De acuerdo con la disposición señalada, se considera que la habilitación reglamentaria que más se ajusta 

al objetivo perseguido es la establecida en el apartado cuatro de la mencionada disposición final décima 

de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, por lo que se opta por la aprobación de una orden ministerial a 

propuesta de los ministerios de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones; Asuntos Exteriores, Unión 

Europea y Cooperación; Interior; y Economía, Comercio y Empresa. 

Desde un punto de vista material, se ha analizado diferentes alternativas en lo que respecta a la 

cuantificación del umbral salarial al que se refiere la ley. En ese sentido, se ha valorado:  

1. Establecer un umbral salarial diferenciado para las autorizaciones de Tarjeta azul-UE y las del 

esquema nacional. Siendo factible jurídicamente esta opción, se ha descartado por cuanto podría 

generar una asimetría entre los requisitos del régimen UE y el régimen nacional. 
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2. Establecer el umbral máximo admisible por la Directiva (UE) 2021/1883, de 20 de octubre de 2021, 

véase 1.6 veces el salario medio bruto de la población española. Siendo factible desde un punto 

de vista jurídico, se descarta esta alternativa en tanto en cuanto se considera que podría 

representar una barrera excesiva a la atracción de profesionales altamente cualificados, siendo 

este el objetivo que persigue la ley 14/2013, de 27 de septiembre, especialmente tras su 

modificación por la Ley 11/2023, de 8 de mayo. 

3. Establecer el umbral mínimo admisible por la Directiva (UE) 2021/1883, de 20 de octubre de 2021, 

véase 1 vez el salario medio bruto de la población española. Siendo igualmente factible desde un 

punto de vista jurídico, se descarta esta alternativa por cuanto se considera que situaría el umbral 

en un nivel tan bajo que podría implicar una distorsión de las prácticas salariales en el ámbito de 

los profesionales altamente cualificados. 

4. Establecer un umbral salarial acordado en el seno del diálogo social, en un rango de entre 1 y 1,6 

veces el salario medio bruto, teniendo en cuenta elementos de corrección como la entrada al 

mercado laboral de las personas recién tituladas y las necesidades especiales de determinadas 

ocupaciones de difícil cobertura. Se ha optado por esta opción, cumpliendo asimismo con el 

mandato de consulta previa que establece tanto la Directiva (UE) 2021/1883, de 20 de octubre de 

2021, como la normativa española en materia de extranjería. 

 

 

ALTERNATIVA INSTRUMENTO VENTAJAS INCONVENIENTES 

Inacción Se mantiene 
desregulado. 

Economía 
procedimental. 

Inseguridad jurídica. 
Incumplimiento con la 
Directiva (UE) 
2021/1883 y con su ley 
de transposición. 

Acciones no 
normativas 

Se mantiene 
desregulado. 

Economía 
procedimental. 

Inseguridad jurídica. 
Incumplimiento con la 
Directiva (UE) 
2021/1883 y con su ley 
de transposición. 

Establecimiento de un 
umbral diferenciado 

Regulación 
reglamentaria. No se observan. Asimetría en 

condiciones salariales 
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par los esquemas 
nacional y UE 

de los regímenes UE y 
nacional. 

Establecimiento del 
máximo umbral 
admisible  

Regulación 
reglamentaria. No se observan. 

Barrera de entrada 
excesiva y 
discriminación de las 
personas nacionales de 
terceros países. 

Establecimiento del 
mínimo umbral 
admisible  

Regulación 
reglamentaria. 

Máxima flexibilidad en 
la admisión de 
nacionales de terceros 
países con fines de alta 
cualificación. 

Distorsión de las 
prácticas salariales en 
uso 

Establecimiento de un 
umbral intermedio 
entre 1 y 1,6 veces el 
salario medio bruto 
(alternativa escogida) 

Regulación 
reglamentaria. 

Equilibrio entre 
atracción de talento y 
prácticas salariales en 
uso. 
Concertación con los 
interlocutores sociales. 

No se maximiza la 
flexibilidad en la 
admisión de nacionales 
de terceros países con 
fines de alta 
cualificación. 

 

En lo que respecta a la fijación de la cuantía específica del umbral salarial, se han tenido en cuenta los 

siguientes elementos: 

En primer lugar, la ganancia media anual bruta por trabajador publicada por el Instituto Nacional de 

Estadística en la Encuesta Anual de Estructura Salarial, elaborada en cumplimiento con el Reglamento (CE) 

nº 530/1999 del Consejo, de 9 de marzo de 1999, relativo a las estadísticas estructurales sobre ingresos y 

costes salariales, y en relación con la Clasificación Nacional de Ocupaciones aprobada por Real Decreto 

1591/2010, de 26 de noviembre (en adelante, CNO-11). 
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Se observa que la distribución salarial de las personas incluidas en los grupos 1 y 2 de la CNO-11 (A, B y C 

a efectos del INE) muestra una dispersión de entre 36.101 y 59.219 euros brutos al año (ambos sexos). 

Con el objetivo de minimizar el impacto adverso que podría generar en la atracción de profesionales de 

alta cualificación, y dado que la Directiva (UE) 2021/1883 prescribe el establecimiento de un umbral salarial 

único, este se ha definido en 1,4 veces el salario medio bruto de la población trabajadora española, 

correspondiente a 36.255 euros en 2021, situándose en el entorno del salario medio bruto del Grupo 2 (B) 

CNO-11 (ambos sexos) de acuerdo con la última Encuesta de estructura salarial publicada por el INE.  

Una vez aplicado el umbral elegido, la comparación con la distribución salarial de la Encuesta de Estructura 

Salarial es la siguiente: 



 

14 
 

 

Adicionalmente, la Directiva de Tarjeta azul-UE permite la introducción de un factor corrector del umbral 

salarial en el caso de tratarse de profesiones de especial escasez y de profesionales que han conseguido 

su titulación de forma reciente. Estos preceptos se encuentran transpuestos al ordenamiento jurídico 

español en el artículo 71 bis c) de la ley 14/2013, de 27 de septiembre, tras su modificación por la Ley 

11/2023, de 8 de mayo, que se expresa en los siguientes términos: 

«(…) siempre que el contrato se ajuste a la normativa vigente y al convenio colectivo 

aplicable, el umbral salarial inferior será un 80% del umbral establecido en el párrafo anterior, 

siempre que no sea inferior a 1,0 veces el salario bruto medio, en cualquiera de los siguientes 

casos: 

1.º Para aquellas profesiones en las que haya una necesidad particular de trabajadores 

nacionales de terceros países y que pertenezcan a los grupos 1 y 2 de la Clasificación 

Internacional Uniforme de Ocupaciones. 

2.º Para los nacionales de terceros países que hayan obtenido la cualificación establecida en 

el artículo 71.2 a) como máximo tres años antes de la presentación de la solicitud de Tarjeta azul-

UE.» 

El factor de corrección del umbral salarial de las autorizaciones del régimen nacional de profesionales 

altamente cualificados, por su parte, no está sujetos a límites normativos. En este caso, también se opta 

por establecer mismo factor corrector que en la Tarjeta azul-UE, para asegurar condiciones equitativas 

entre los esquemas nacional y UE para profesionales altamente cualificados. 

4. ADECUACIÓN A LOS PRINCIPIOS DE BUENA REGULACIÓN 

En la elaboración y tramitación de esta orden se han observado los principios de buena regulación 

previstos en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 

de las Administraciones Públicas, y particularmente: 
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A los principios de necesidad y eficacia, en tanto en cuanto esta norma resulta imprescindible para cumplir 

con la obligación de desarrollar lo establecido en el artículo 71 bis 1.c) de la Ley 14/2013, de 27 de 

septiembre y para regular, de forma análoga, el umbral salarial mínimo que deberán cumplir las personas 

solicitantes de una autorización nacional de residencia para profesionales altamente cualificados en los 

términos del artículo 71.2 b) de la Ley. 

La orden cumple con el principio de proporcionalidad, por cuanto contiene la regulación imprescindible 

para atender la necesidad a cubrir, y los objetivos que desean alcanzarse con su aplicación. En este sentido, 

la orden regula exclusivamente el umbral salarial referido anteriormente. 

Cumple con el principio de seguridad jurídica, pues su contenido es coherente con el resto del 

ordenamiento jurídico y se ajusta a lo establecido en la Directiva (UE) 2021/1883 del Parlamento Europeo 

y del Consejo de 20 de octubre de 2021, la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, y la normativa general de 

extranjería establecida en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los 

extranjeros en España y su integración social, y su Reglamento aprobado por el Real Decreto 557/2011, de 

20 de abril. 

Igualmente, cumple con el principio de transparencia, al incluir la definición de sus objetivos en la 

exposición de motivos de la orden ministerial y en esta memoria. 

En cumplimiento con lo establecido en la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, y en la normativa 

sectorial, y de forma más amplia en atención al principio de accesibilidad, se han realizado las consultas 

pertinentes que permiten la participación de los diferentes agentes sociales, entre los que se incluyen el 

Foro para la integración social de los inmigrantes y a la Comisión Laboral Tripartita de Inmigración.  

Adicionalmente, esta orden se adecúa al principio de eficiencia, ya que no supone un aumento de las 

cargas administrativas. 

5. PLAN ANUAL NORMATIVO 

Esta propuesta de norma no está incluida en el Plan Anual Normativo de 2024, en cuanto el mencionado 

plan no incluye las normas que revisten forma de orden ministerial, limitándose a reflejar los proyectos de 

normas con rango de ley y los proyectos de real decreto. 

Obsérvese que la modificación de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, que motiva el dictado de esta 

orden, se incluyó en el Plan Anual Normativo de 2023. 

II. CONTENIDO 

Esta norma consta de cuatro artículos, dos disposiciones transitorias y dos disposiciones finales: 
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Artículo 1. Objeto. 

En este artículo se establece el objeto de la norma, que es el establecimiento del umbral salarial mínimo 

requerido para la concesión de una autorización de residencia para profesionales altamente cualificados, 

en sus dos modalidades previstas en el artículo 71.2 a) y b) de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de 

apoyo a los emprendedores y su internacionalización. 

 

Artículo 2. Umbral salarial. 

En este artículo se establece la cuantía concreta escogida para el umbral salarial referido anteriormente. 

Para la concesión de una Tarjeta azul-UE se establece un umbral de 1,4 veces la ganancia media anual 

bruta por trabajador (ambos sexos) publicada por el Instituto Nacional de Estadística en la Encuesta Anual 

de Estructura Salarial, con un coeficiente reductor de 0.8 para aquellas ocupaciones que pertenezcan a los 

grupos 1 y 2 de la Clasificación Nacional de Ocupaciones (CNO-2011), y que estén incluidas en el catálogo 

de ocupaciones de difícil cobertura a que se refiere el Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 

enero o para quienes hayan obtenido la cualificación requerida como máximo tres años antes de la 

presentación de la solicitud de Tarjeta azul-UE. 

Para la concesión de una autorización de residencia nacional para profesionales de alta cualificación se 

establece el mismo umbral, en este caso con un coeficiente reductor de 0.8 para aquellas ocupaciones que 

pertenezcan a los grupos 1, 2 y 3 de la Clasificación Nacional de Ocupaciones (CNO-2011), y que estén 

incluidas en el catálogo de ocupaciones de difícil cobertura a que se refiere el Reglamento de la Ley 

Orgánica 4/2000, de 11 de enero, o para quienes hayan obtenido la cualificación requerida como máximo 

tres años antes de la presentación de la solicitud. 

 

Artículo 3. Aplicación del umbral salarial. 

En este artículo se establece el mecanismo para la aplicación del umbral salarial, que tomará como 

referencia la última Encuesta de Estructura Salarial publicada por el Instituto Nacional de Estadística, sin 

necesidad de dictar una nueva orden.  

Adicionalmente, para asegurar la continuidad del diálogo social durante la aplicación de la norma, se 

establece que, con carácter anual, la persona titular de la Dirección General de Migraciones presente un 

informe sobre la aplicación del umbral salarial al Pleno de la Comisión Laboral Tripartita de Inmigración, 

de forma que, si concurren circunstancias excepcionales en la situación económica o social en España que 

así lo aconsejen, la CLTI pueda proponer a los órganos competentes de la Administración General del 

Estado la elaboración de una nueva orden. 

 

Artículo 4. Publicidad. 
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Este articulo requiere la publicación del referido umbral en la página web de la Unidad de Grandes 

Empresas y Colectivos Estratégicos de la Dirección General de Migraciones. 

 

Disposición transitoria primera. Validez de las autorizaciones en vigor. 

Esta disposición establece el régimen transitorio de las autorizaciones de residencia para profesionales 

altamente cualificados que tuviesen validez a la fecha de su entrada en vigor de la orden ministerial, en 

cuyo caso conservarán dicha validez durante el tiempo para el que hubieran sido expedidas. 

 

Disposición transitoria segunda. Solicitudes presentadas con anterioridad a la entrada en vigor de esta 

orden ministerial. 

Esta disposición regula el régimen transitorio de las solicitudes presentadas con anterioridad a la entrada 

en vigor de la orden ministerial y que no hubiesen sido resueltas, en cuyo caso se deberán tramitar y 

resolver conforme a la normativa vigente en la fecha de su presentación, salvo que la persona interesada 

solicite la aplicación de lo dispuesto en esta orden y siempre que se acredite el cumplimiento de los 

requisitos exigidos para la solicitud. 

 

Disposición final primera. Título competencial. 

Esta disposición señala que la orden se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.2.ª de la 

Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de inmigración y 

extranjería. 

 

Disposición final segunda. Entrada en vigor 

Esta disposición dispone la entrada en vigor al día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial del 

Estado, sin que se den los supuestos referidos en el artículo 23 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del 

Gobierno, que motivarían la entrada en vigor el 2 de enero o el 1 de julio siguientes a su aprobación. 

 

III. ANÁLISIS JURÍDICO 

1. FUNDAMENTO JURÍDICO Y RANGO NORMATIVO 

Este proyecto de orden pretende dar cumplimiento al artículo 71 bis.1 c) de la Ley 14/2013, de 27 de 

septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización, en su redacción dada por el artículo 

32 de la Ley 11/2023, de 8 de mayo, que exige el establecimiento por vía reglamentaria de un umbral 

salarial mínimo para la concesión de autorizaciones de residencia para profesionales altamente 

cualificados titulares de una Tarjeta azul-UE.  
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El rango normativo debe ser, por lo tanto, reglamentario, y revestirá la forma de orden ministerial, de 

acuerdo con la habilitación normativa establecida en el apartado cuarto de la disposición final décima de 

la ley 14/2013, de 27 de septiembre. 

El rango normativo es apropiado, de forma análoga, para el establecimiento del umbral salarial para la 

concesión de autorizaciones de residencia nacionales para profesionales altamente cualificados. 

Esta norma, dictada en desarrollo de la ley 14/2013, de 27 de diciembre, se encaja con el resto de las 

normas de extranjería a través de la disposición final decimotercera de la ley, que establece que «En lo no 

previsto en esta Ley, en relación con la movilidad internacional, será de aplicación la Ley Orgánica 4/2000, 

de 11 de enero, sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros en España y su integración social.» 

Por último, debe señalarse que esta norma no transpone, sino que aplica, la Directiva (UE) 2021/1883 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de octubre de 2021, tal y como indicó el Consejo de Estado en 

su dictamen Nº: 1.604/2022, de 27 de octubre de 2022, a propósito del anteproyecto de Ley de 

transposición de Directivas de la Unión Europea en las materias de accesibilidad de productos y servicios, 

migración de personas altamente cualificadas y tributaria y de adaptación normativa a los Convenios 

internacionales sobre responsabilidad civil por daños nucleares, expresándose en los siguientes términos: 

«En relación con el carácter parcial de la transposición, convendría matizar que los apartados 

3, 4 y 5 del artículo 5 de la Directiva (UE) 2021/1883 sí son, en realidad, objeto de transposición 

en el anteproyecto de Ley. El apartado cinco del artículo 32 del anteproyecto de Ley procede a 

la incorporación de tales preceptos en la letra c) del apartado 1 del nuevo 71 bis de la Ley 

14/2013. El hecho de que la fijación del umbral salarial mínimo a que se refieren los mismos se 

remita a la vía reglamentaria no es razón suficiente para afirmar -como afirma en la exposición 

de motivos- que los apartados 3, 4 y 5 del artículo 5 de la Directiva (UE) 2021/1883 no son 

incorporados por el anteproyecto de Ley. La exposición de motivos debería expresarse con 

mayor cautela en este punto.» 

2. CONGRUENCIA CON EL DERECHO DE LA UNIÓN EUROPEA 

En línea con lo mencionado anteriormente, esta norma se relaciona con el derecho de la Unión Europea 

de la siguiente forma: 

Se ajusta a la transposición al ordenamiento jurídico español de la Directiva (UE) 2021/1883 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de octubre de 2021, relativa a las condiciones de entrada y 

residencia de nacionales de terceros países con fines de empleo alta cualificación y por el que se deroga la 

Directiva 2009/50/CE del Consejo, que se ha realizado, de forma parcial, por la Ley 11/2023, de 8 de mayo, 



 

19 
 

de trasposición de Directivas de la Unión Europea en materia de accesibilidad de determinados productos 

y servicios, migración de personas altamente cualificadas, tributaria y digitalización de actuaciones 

notariales y registrales; y por la que se modifica la Ley 12/2011, de 27 de mayo, sobre responsabilidad civil 

por daños nucleares o producidos por materiales radiactivos. 

Cumple con los requisitos establecidos en el artículo 5.3 de la Directiva (UE) 2021/1883 del Parlamento 

Europeo y del Consejo de 20 de octubre de 2021 relativa a las condiciones de entrada y residencia de 

nacionales de terceros países con fines de empleo de alta cualificación, y por el que se deroga la Directiva 

2009/50/CE del Consejo. 

3. CONGRUENCIA CON EL ORDENAMIENTO JURÍDICO ESPAÑOL 

Esta norma se ajusta al orden constitucional de competencias establecido la Constitución española y es 

coherente con el resto de normas en materia de extranjería. 

De forma análoga a lo expresado en la memoria de análisis de impacto normativo que acompañó el 

proyecto de ley de trasposición de Directivas de la Unión Europea en materia de accesibilidad de 

determinados productos y servicios, migración de personas altamente cualificadas, tributaria y 

digitalización de actuaciones notariales y registrales; y por la que se modifica la Ley 12/2011, de 27 de 

mayo, sobre responsabilidad civil por daños nucleares o producidos por materiales radiactivos, se debe 

señalar que el carácter exclusivo de la competencia estatal en materia de inmigración ha sido subrayado 

por el Tribunal Constitucional en su Sentencia 31/2010, de 28 de junio (FJ 83), en la que afirma que «es 

evidente que la inmigración es una materia que ha sido reservada con carácter exclusivo al Estado». 

4. ENTRADA EN VIGOR 

La disposición final segunda dispone la entrada en vigor de la orden al día siguiente de su publicación en 

el Boletín Oficial del Estado, sin que se den los supuestos referidos en el artículo 23 de la Ley 50/1997, de 

27 de noviembre, del Gobierno, que motivarían la entrada en vigor el 2 de enero o el 1 de julio siguientes 

a su aprobación. 

La justificación para la entrada en vigor al día siguiente de su aprobación, y no a los veinte días, es la 

necesidad de aplicar con la mayor premura posible lo dispuesto en la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, 

tras su modificación por la Ley 11/2023, de 8 de mayo. 

Esta orden no impone nuevas obligaciones a las personas físicas o jurídicas que desempeñan una actividad 

económica o profesional, en tanto en cuanto la regulación anterior de la Tarjeta azul-UE, en el Reglamento 

de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, aprobado por el Real Decreto 557/2011, de 20 de abril, ya 

incluía análogas obligaciones. 
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Para asegurar una entrada en vigor ordenada, en lo que se refiere a las autorizaciones de residencia para 

profesionales altamente cualificados concedidas o en curso de resolución a la fecha de entrada en vigor 

de la orden, se incluyen dos disposiciones transitorias que establecen la conservación de la validez de las 

autorizaciones ya concedidas durante el tiempo para el que hubieran sido expedidas, y la resolución con 

la normativa vigente en el momento de la presentación de las solicitudes en curso. 

La norma tiene vigencia indefinida. 

5. DEROGACIÓN DE NORMAS 

Esta orden no deroga otras normas del ordenamiento jurídico. Obsérvese que el régimen anterior de 

autorizaciones de residencia de Tarjeta azul-UE ha quedado derogado por la disposición derogatoria única 

de la Ley 11/2023, de 8 de mayo.  

6. HABILITACIÓN NORMATIVA 

Para el dictado de esta orden se hace uso de la habilitación normativa expresada en el apartado 4 de la 

disposición final décima de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, que establece que «Se autoriza a los 

Ministerios de Asuntos Exteriores y Cooperación, Economía y Competitividad, Interior, y Empleo y 

Seguridad Social a dictar las órdenes y resoluciones conjuntas necesarias para la aplicación y desarrollo de 

lo previsto en la Sección 2.ª del Título V.»  

Se ha optado por esta habilitación, y no por la expresada en el apartado 1 de la mencionada disposición, 

que «habilita al Gobierno para dictar las disposiciones necesarias en desarrollo de esta Ley», que requeriría 

el dictado de un real decreto, dado que la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, incluye materias que exceden 

el ámbito migratorio, cuya regulación se encuentra contenida en la sección 2.ª del título V de la ley. Esta 

circunstancia motiva que se haga uso de una habilitación per saltum a los ministerios competentes por 

razón de materia, en forma de orden ministerial, en los términos indicados en el párrafo anterior.  

IV. ADECUACIÓN DE LA NORMA AL ORDEN DE DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS 

Esta orden se dicta al amparo del artículo 149.1.2.ª de la Constitución en materia de inmigración y 

extranjería. 

Tal y como se ha señalado anteriormente, el carácter exclusivo de la competencia estatal en materia de 

inmigración fue subrayado por el Tribunal Constitucional en su Sentencia 31/2010, de 28 de junio (FJ 83), 

en la que afirma que «es evidente que la inmigración es una materia que ha sido reservada con carácter 

exclusivo al Estado». No obstante a lo anterior, la propia sentencia señala que la evolución del fenómeno 

inmigratorio en España impide configurar la competencia estatal ex art. 149.1.2ª de la Constitución como 
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un título horizontal de alcance ilimitado que enerve los títulos competenciales de las Comunidades 

Autónomas de carácter sectorial con evidente incidencia en la población migratoria, en relación con la cual 

han adquirido especial importancia las prestaciones de determinados servicios sociales y las 

correspondientes políticas públicas (educación, asistencia social, sanidad, vivienda, cultura, etc.). 

Esta norma no introduce novedades en el ámbito competencial con respecto a lo dispuesto en la Ley 

14/2013, de 27 de septiembre. Por ello, mantienen su vigencia los argumentos aportados en la tramitación 

normativa de la Ley 11/2023, de 8 de mayo, que supuso la modificación de la ley 14/2013 que se desarrolla 

mediante esta orden, y que para mayor claridad se reproducen a continuación: 

«(…) Las Comunidades Autónomas de Cataluña, Andalucía y Canarias tienen asumida en sus respectivos 

Estatutos de Autonomía la competencia en materia de autorizaciones iniciales de trabajo, si bien solamente 

la primera de ellas ha implementado su desarrollo, en los términos indicados por el Tribunal Constitucional. 

En concreto, el artículo 138.2 del Estatuto de Autonomía de Cataluña, aprobado en su redacción actual por 

la Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, de reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña, establece que 

corresponde a la Generalitat la competencia ejecutiva en materia de autorización de trabajo de los 

extranjeros cuya relación laboral se desarrolle en Cataluña. Esta competencia, que se ejerce en 

coordinación con la que corresponde al Estado en materia de entrada y residencia de extranjeros, incluye: 

a) la tramitación y resolución de las autorizaciones iniciales de trabajo por cuenta propia o ajena y b) la 

tramitación y la resolución de los recursos presentados con relación a los expedientes a que se refiere la 

letra a) y la aplicación del régimen de inspección y sanción. 

El traspaso de competencias a Cataluña en la materia se realizó en primer término mediante el Real Decreto 

1463/2009, de 18 de septiembre, sobre traspaso de funciones y servicios a la Generalitat de Cataluña en 

materia de autorizaciones iniciales de trabajo por cuenta propia o ajena de los extranjeros cuya relación 

laboral se desarrolle en Cataluña. Las funciones traspasadas en el apartado B del anexo a que se refiere el 

artículo 2 del citado real decreto establece que el traspaso se realiza conforme a la legislación estatal 

vigente en el momento de la efectividad del traspaso, y que la inclusión de cualquier otro supuesto de 

autorización inicial de trabajo que pueda contemplar la normativa vigente en cada momento en materia 

de autorizaciones iniciales de trabajo por cuenta propia o ajena de los extranjeros, será analizado caso a 

caso por la Comisión Bilateral Generalitat-Estado a los efectos de determinar si se encuadra en el ámbito 

del artículo 138.2 del Estatuto de Autonomía de Cataluña. 

El Acuerdo de la Comisión Bilateral Generalitat-Estado, relativo a nuevos supuestos de autorizaciones 

iniciales de trabajo de personas extranjeras cuya relación inicial se desarrolle en Cataluña, publicado 
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mediante Resolución de 29 de julio de 2011, de la Secretaría de Estado de Cooperación Territorial, 

estableció el traspaso de las competencias referidas en los artículos 86 y 95 del Real Decreto 557/2011, de 

20 de abril (autorizaciones iniciales de trabajo para profesionales altamente cualificados y titulares de una 

tarjeta azul-UE y movilidad de los mismos), dictadas en cumplimiento de la Directiva 2009/50/CE, ahora 

derogada por la Directiva (UE) 2021/1883 cuya transposición plantea este anteproyecto de ley. 

Por todo lo anterior, se constata que las disposiciones incluidas en el anteproyecto de ley serán de 

competencia exclusiva del Estado desde el momento de su entrada en vigor, hasta que se produzca, en su 

caso, un eventual traspaso de competencias, lo que requerirá de un Acuerdo en el seno de la Comisión 

Bilateral Generalitat-Estado en cumplimiento con lo establecido en el Real Decreto 1463/2009, de 18 de 

septiembre, y el artículo 138.2 del Estatuto de Autonomía de Cataluña. 

Lo anterior es de aplicación de forma análoga en el caso de Canarias y Andalucía, de acuerdo con lo 

establecido respectivamente los artículos 144.2 de la Ley Orgánica 1/2018, de 5 de noviembre, de reforma 

del Estatuto de Autonomía de Canarias, y 62.1. b) de la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma 

del Estatuto de Autonomía para Andalucía. 

Junto a las limitaciones relativas al bloque de constitucionalidad, el ejercicio de la competencia ejecutiva 

en materia de autorizaciones de trabajo por parte de una Comunidad Autónoma supondría la existencia 

de dos autorizaciones (una de residencia y otra de trabajo) emitidas por dos autoridades distintas (la 

estatal y la autonómica). Sobre esta cuestión es preciso tener como referencia la Directiva 2011/98/UE del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre de 2011, por la que se establece un procedimiento 

único de solicitud de un permiso único que autoriza a los nacionales de terceros países a residir y trabajar 

en el territorio de un Estado miembro y por la que se establece un conjunto común de derechos para los 

trabajadores de terceros países que residen legalmente en un Estado miembro. Esta Directiva prefigura un 

único procedimiento de solicitud que conduzca en un único acto administrativo a la expedición de un título 

combinado de permiso de residencia y trabajo. 

Adicionalmente, las Comunidades Autónomas sólo pueden asumir competencias en autorizaciones 

limitadas por la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, a un determinado territorio, pero no en todas 

aquellas que habilitan a trabajar en todo el territorio nacional. Aquí podrían darse problemas de 

compatibilidad con el derecho de la Unión Europea, y en concreto con el bloque normativo que configura 

la unidad de mercado (sobre la base de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de Garantía de la Unidad de 

Mercado), ya que éste va en la línea de eliminar barreras geográficas en el ejercicio de la actividad laboral.» 

V. DESCRIPCIÓN DE LA TRAMITACIÓN 
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Este proyecto normativo ha sido elaborado por la Subdirección General de Régimen Jurídico, órgano 

directivo de la Secretaría de Estado de Migraciones, en virtud de la competencia que le otorga el artículo 

5.3 c) del Real Decreto 497/2020, de 28 de abril, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del 

Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones. 

La propuesta normativa no se encuentra reflejada en el Plan Anual Normativo de 2024 por razón de su 

carácter de orden ministerial.  

Se detallan a continuación los trámites realizados.
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1. TRÁMITE DE CONSULTA PÚBLICA 

No se prevé la realización del trámite de consulta pública, dado que esta norma regula aspectos parciales de la materia, de acuerdo con el 

artículo 26.2, segundo párrafo, de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno.   

2. TRÁMITE DE AUDIENCIA E INFORMACIÓN PÚBLICA 

Está previsto publicar el texto del proyecto normativo y su memoria en la página web del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones durante 

un plazo de 15 días hábiles, para recabar las observaciones de los sujetos interesados, dando cumplimiento a lo previsto en el artículo 26.6 de la Ley 

50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno. 

SUJETO QUE REALIZA LAS 
OBSERVACIONES ARTÍCULO DE LA LEY AFECTADO CONTENIDO RESULTADO 
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3. EXAMEN DEL PROYECTO NORMATIVO POR LA COMISIÓN DELEGADA DEL GOBIERNO PARA 

ASUNTOS ECONÓMICOS 

El proyecto normativo ha sido sometido a examen por la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 

Económicos en su reunión del 29 de abril de 2024, por razón de su trascendencia económica, de acuerdo 

con el artículo 2.6 del Real Decreto 1/2024, de 9 de enero, por el que se establecen las Comisiones 

Delegadas del Gobierno.  

En el examen del proyecto normativo se ha dado respuesta a las siguientes observaciones: 

Observaciones del Ministerio de Economía, Comercio y Empresa 

 Respecto del umbral salarial, si bien la propuesta se encuentra dentro de los límites establecidos 
en la Ley 14/2013, no se explica por qué se ha optado por el umbral de 1,4 veces la ganancia media 
bruta anual por trabajador. Sería recomendable una explicación de la misma.  

 
Tanto el considerando 24 como el artículo 5.3 de la Directiva (UE) 2021/1883 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 20 de octubre de 2021 relativa a las condiciones de entrada y residencia 
de nacionales de terceros países con fines de empleo de alta cualificación, y por el que se deroga 
la Directiva 2009/50/CE del Consejo establece que se debe fijar un umbral salarial mínimo de 
referencia de acuerdo con la normativa nacional previa consulta con los interlocutores sociales. 
Este umbral mínimo debe situarse entre 1 y 1,6 veces del salario bruto anual medio.  
 
El marco adecuado para realizarse dicha consulta es la Comisión Laboral Tripartita tal y como se 
establece en el artículo 72 Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los 
extranjeros en España y su integración social y regulado por la orden TAS/1713/2005, de 3 de junio, 
por la que se regula la composición, competencias y régimen de funcionamiento de la Comisión 
Laboral Tripartita de Inmigración. 
 
En este sentido, se han mantenido varias reuniones con los agentes sociales y tras las mismas, se 
llegó al consenso de establecer como umbral salarial de referencia el 1.4 veces el SMB. 

 
 

 Respecto a la revisión del umbral salarial, resultaría deseable la participación del Ministerio de 
Economía, Comercio y Empresa dado que la justificación para su revisión se ampara en cuestiones 
económicas o sociales. La propuesta designa a la Comisión Laboral Tripartita de Inmigración como 
órgano competente y dicha Comisión está formada únicamente por miembros del Ministerio de 
Inclusión, Seguridad Social y Migraciones (MISSM) y del Ministerio de Trabajo y Economía Social 
(MITES).  

 
En caso de desearse una futura revisión del umbral salarial, esta deberá efectuarse mediante el 
dictado de una nueva orden ministerial que, atendiendo a lo expuesto en el punto anterior, deberá 
ser negociada y consultada en el marco de la CLTI, comisión de la que forma parte el Ministerio de 
Inclusión, Seguridad Social y Migraciones y el Ministerio de Trabajo y Economía Social. 
 
El eventual dictado de la nueva orden ministerial seguirá el mismo procedimiento de tramitación 
que la primera orden ministerial y, por tanto, se negociará con el Ministerio de Economía, Comercio 
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y Empresa, ministerio coproponente, y se elevará, por razón de su incidencia económica, a la 
CDGAE. 

 
 Respecto a la evaluación del informe anual sobre la aplicación del umbral, convendría que este 

informe fuera discutido en el marco de CDGAE en tanto corresponde a esta Comisión estudiar las 
directrices generales de política económica del Gobierno, así como velar por la plena coordinación 
y coherencia de las políticas de los distintos departamentos ministeriales con los criterios de la 
política económica del Gobierno6.  

 
El informe anual sobre la aplicación del umbral al que se refiere el artículo 3 de la propuesta de 
orden será en primer lugar elevado al pleno de la CLTI para su análisis y, en su caso, se emitirá una 
propuesta -no vinculante- de revisión del umbral mediante nueva orden ministerial. 
 
En caso de iniciarse, la propuesta de revisión de la orden ministerial deberá someterse al examen 
de la CDGAE, en cuyo seno se podrá examinar el mencionado informe anual y evaluar la 
conveniencia de la revisión del umbral de acuerdo con las directrices generales de política 
económica del Gobierno. 

 
 Respecto de la autorización de residencia nacional para profesionales altamente cualificados, se 

solicita aclaración respecto de la aplicación del un coeficiente reductor de 0,8 al umbral de 
referencia para aquellas ocupaciones que pertenezcan al grupo 3 de la Clasificación Nacional de 
Ocupaciones, ya que el art. 71 bis de la Ley 14/2013 únicamente hace referencia explícita a los 
grupos 1 y 2.  

 
Se ha optado por regular un coeficiente reductor de 0.8 para autorización de residencia nacional 
para profesionales altamente cualificados en aras de homogenizar criterios entra ambas 
modalidades y porque, a diferencia de la Tarjeta azul que se limita a titulaciones universitarias, la 
autorización nacional alcanza a personas con una titulación de Formación Profesional superior, 
que pueden encontrarse en el grupo 3 de la Clasificación Nacional de Ocupaciones. 

 
 Al hilo de la homogeneización de criterios entre ambas modalidades de autorización de residencia 

para profesionales altamente cualificados en lo relativo a la fijación de umbrales salariales, se 
solicita aclaración sobre la aplicabilidad del mismo umbral salarial en caso de renovación durante 
los tres primeros años para la autorización nacional.  

 
En este punto se debe diferenciar entre: 1) el mantenimiento de los requisitos durante la vigencia 
de la autorización de residencia para profesionales altamente cualificados (3 años tal y como 
establece el apartado 3 del artículo 71 de la Ley 14/2013 y 2) y 2) los requisitos para obtener la 
renovación de la autorización para profesionales altamente cualificados.  
 
En cuanto al primer punto, el mantenimiento de los requisitos durante la vigencia de la autorización 
de residencia viene regulado en la disposición adicional séptima de la Ley 14/2013. En concreto, se 
establece que los extranjeros deben mantener durante la vigencia de las autorizaciones las 
condiciones que les dieron acceso, siendo una de estas condiciones el umbral salarial de referencia. 
En caso, de que se verifique que no se mantienen dichas condiciones, el órgano competente podrá 
extinguir de manera motivada la autorización. 
 
En cuanto a la renovación de las autorizaciones, el artículo 76 en su apartado 3 establece que los 
titulares de las autorizaciones reguladas en la Ley 14/2013 podrán ser renovadas por periodos de 
dos años, siempre y cuando mantengan las condiciones que generaron el derecho. Una de estas 
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condiciones en el caso de las autorizaciones de residencia de profesionales altamente cualificados 
es cumplir con el requisito mínimo del umbral salarial.  
 
Por tanto, tanto en el mantenimiento de las autorizaciones de altamente cualificados (esquema 
UE y esquema nacional) como en la renovación de la autorización, se debe cumplir y mantener el 
requisito del umbral salarial mínimo de referencia, en caso contrario, se podría extinguir la 
autorización de residencia o, en su caso, no denegar la solicitud de renovación de dicha 
autorización.   
 

Observaciones del Ministerio de Hacienda 

 En el Informe se establece un umbral de 1,4 veces la ganancia media anual bruta por trabajador 
(ambos sexos) publicada por el Instituto Nacional de Estadística en la Encuesta Anual de Estructura 
Salarial. ¿Podrían indicar por qué se ha elegido 1,4 si según la Ley 11/2023 que modifica a la Ley 
14/2013 podría estar entre 1 y 1,6?.  
 

Tanto el considerando 24 como el artículo 5.3 de la Directiva (UE) 2021/1883 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 20 de octubre de 2021 relativa a las condiciones de entrada y residencia 
de nacionales de terceros países con fines de empleo de alta cualificación, y por el que se deroga 
la Directiva 2009/50/CE del Consejo establece que se debe fijar un umbral salarial mínimo de 
referencia de acuerdo con la normativa nacional previa consulta con los interlocutores sociales. 
Este umbral mínimo debe situarse entre 1 y 1,6 veces del salario bruto anual medio.  

El marco adecuado para realizarse dicha consulta es la Comisión Laboral Tripartita tal y como se 
establece en el artículo 72 Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los 
extranjeros en España y su integración social y regulado por la orden TAS/1713/2005, de 3 de junio, 
por la que se regula la composición, competencias y régimen de funcionamiento de la Comisión 
Laboral Tripartita de Inmigración. 

En este sentido, se han mantenido varias reuniones con los agentes sociales y tras las mismas, se 
llegó al consenso de establecer como umbral salarial de referencia el 1.4 veces el SMB. 

 

4. INFORMES RECABADOS 

Se prevé recabar los siguientes informes a lo largo del procedimiento de elaboración de esta norma: 

- Informe del Foro para la integración social de los inmigrantes, en cumplimiento con el artículo 3.3 

del Real Decreto 3/2006, de 16 de enero, por el que se regula la composición, competencias y 

régimen de funcionamiento del Foro para la integración social de los inmigrantes. 

- Informe de la Comisión Interministerial de Extranjería, en cumplimiento con el artículo 3 c) del 

Real Decreto 1946/2000, de 1 de diciembre, por el que se regula la composición y el 

funcionamiento de la Comisión Interministerial de Extranjería. 

- Informe de la Comisión Laboral Tripartita de Inmigración, en cumplimiento con el artículo 2 e) de 

la Orden TAS/1713/2005, de 3 de junio, por la que se regula la composición, competencias y 

régimen de funcionamiento de la Comisión Laboral Tripartita de Inmigración. 
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- Informe de la Secretaría General Técnica de los Ministerios proponentes, en cumplimiento con el 

26.5, cuarto párrafo, de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno. 

Adicionalmente, y a efectos de lo dispuesto en el artículo 26.5, primer párrafo, de la Ley 50/1997, de 26 

de noviembre, del Gobierno, se prevé recabar el informe de la Secretaría General Técnica del Ministerio 

de Trabajo y Economía Social, por estimarlo conveniente para garantizar el acierto y la legalidad del texto. 

Igualmente, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 26, apartado 5, párrafo quinto, de la Ley 50/1997, 

de 26 de noviembre, se prevé recabar la aprobación previa del Ministerio para la Transformación Digital y 

de la Función Pública. 

De conformidad con lo establecido en el artículo 22.3 de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril del Consejo 

de Estado, está previsto solicitar el dictamen del Consejo de Estado. 

5. APROBACIÓN PREVIA 

Conforme a lo establecido en el artículo 26.5, quinto párrafo, de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, se 

prevé solicitar la aprobación previa del Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública, 

en tanto en cuanto la propuesta normativa tiene impactos en materia procedimental.  

6. DICTAMEN DEL CONSEJO DE ESTADO 

De conformidad con lo establecido en el artículo 22.3 de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril del Consejo 

de Estado, está previsto solicitar el dictamen del Consejo de Estado. 

VI. ANÁLISIS DE IMPACTOS 

1. IMPACTO ECONÓMICO 

El proyecto normativo tiene como objeto el establecimiento del umbral salarial mínimo que deberán 

cumplir las personas nacionales de terceros países solicitantes de una autorización de residencia para 

profesionales altamente cualificados, por lo que puede tener repercusiones para la atracción de este tipo 

de profesionales, en la medida que puede facilitar o dificultar su incorporación al mercado de trabajo 

español. 

La elección del umbral se ha realizado con el doble objetivo de minimización las posibles barreras de 

entrada al mercado de trabajo español para las personas nacionales de terceros países, y el respeto a las 

prácticas salariales en uso. El análisis detallado puede encontrarse en el apartado I.3 de esta memoria. 
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Por otra parte, la definición del umbral adecuado puede permitir aprovechar los impactos económicos 

positivos para la economía española señalados en la Ley 11/2023, de 8 de mayo, que se abordaron en la 

correspondiente memoria de análisis de impacto y que inciden en la mitigación de las tendencias 

demográficas, entre las que se encuentra la caída potencial de la ocupación que señala la Estrategia España 

2050 y las proyecciones de tasas de actividad globales y específicas del INE, con una variación del -8% en 

el periodo 2016-2029. 

2. IMPACTO PRESUPUESTARIO 

Este proyecto normativo no tiene impactos presupuestarios ni en materia de personal.  

Obsérvese que la orden desarrolla lo previsto en la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, tras su modificación 

por la Ley 11/2023, de 8 de mayo, y se limita a la fijación del umbral salarial mínimo de aplicación para la 

concesión de las autorizaciones de residencia para titulares de una Tarjeta azul-UE.  

La aplicación de la norma, por tanto, no requiere la incorporación de nuevos medios, más allá de los ya 

considerados en la Ley 11/2023, de 8 de mayo, por lo que no implicará incremento neto de gasto en 

cumplimiento de lo previsto en la disposición adicional trigésima tercera de la Ley 31/2022, de 23 de 

diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2023. 

3. ANÁLISIS DE LAS CARGAS ADMINISTRATIVAS 

Este proyecto normativo no tiene impactos en materia de cargas administrativas. 

De igual forma a lo señalado anteriormente, esta orden desarrolla lo previsto en la Ley 14/2013, de 27 de 

septiembre, tras su modificación por la Ley 11/2023, de 8 de mayo, y se limita a la fijación del umbral 

salarial mínimo de aplicación para la concesión de autorizaciones de residencia para profesionales 

altamente cualificados en sus dos modalidades previstas en el artículo 71.2 a) y b) de la Ley. 

4. IMPACTO POR RAZÓN DE GÉNERO 

En cumplimiento con lo dispuesto en el artículo 19 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 

igualdad efectiva entre mujeres y hombres, y en el artículo 26.3.f) de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, 

del Gobierno, se ha realizado una evaluación del impacto por razón de género. 

Se estima que el impacto de la norma proyectada por razón de género es positivo, en tanto en cuanto 

mejora las posibilidades de incorporación al mercado laboral de todas las personas altamente cualificadas 

nacionales de terceros países y no incorpora elementos que puedan dificultar el acceso a las mujeres. 

5. IMPACTO EN LA INFANCIA, LA ADOLESCENCIA Y LA FAMILIA 
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El análisis de impacto en la infancia, la adolescencia y la familia se analiza sobre la base del artículo 2.1.f) 

del Real Decreto 931/2017, de 27 de octubre y de la disposición adicional décima de la Ley 40/2003, de 18 

de noviembre, de Protección a las Familias Numerosas introducido por la disposición final quinta de la Ley 

26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia. 

Se considera que el impacto de la norma proyectada en la infancia, la adolescencia y la familia es positivo, 

en tanto en cuanto mejora las posibilidades de incorporación al mercado laboral de las personas altamente 

cualificadas nacionales de terceros países. 

6. IMPACTO POR RAZÓN DE CAMBIO CLIMÁTICO 

El impacto por razón de cambio climático, analizado en virtud del artículo 26.3.h) de la Ley 50/1997, de 27 

de noviembre, del Gobierno, se considera nulo, dado que no existe conexión material con la materia 

regulada. 

7. OTROS IMPACTOS 

No se han considerado impactos adicionales a los analizados en los apartados anteriores. 

VII. EVALUACIÓN «EX POST» 

La norma proyectada no se encuentra sujeta a evaluación ex post, no encontrándose incluida en el Plan 

Anual Normativo de la Administración General del Estado para 2024.  

No obstante, es previsible que los efectos de la norma puedan verse reflejados en el informe al que se 

refiere la Disposición final undécima de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre. 


